Tema IV El Sistema político cubano

 Conferencia 2: El Estado cubano.
1. El Estado cubano y el Poder Popular.
2. Gobernabilidad.
Objetivos:

- Valorar críticamente los enfoques sobre el sistema político cubano  

   realizados desde la perspectiva de la “cubanología”.
· Saber integrar en el análisis marxista del sistema político cubano las 
   categorías fundamentales estudiadas a través del programa de la   asignatura teoría Sociopolítica.


º
1. El Estado cubano y el Poder Popular.

EL ESTADO 

Por definición constitucional, Cuba es un Estado Socialista de trabajadores, independiente y soberano, organizado con todos y para el bien de todos, como república unitaria y democrática, para el disfrute de la libertad política, la justicia social, el bienestar individual y colectivo y la solidaridad humana. 

En la República de Cuba la soberanía reside en el pueblo, del cual dimana todo el poder del Estado. Ese poder es ejercido directamente o por medio de las Asambleas del Poder Popular y demás Órganos del Estado que de ellas se derivan. 

DIVISIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA 

El 9 de junio de 1887, el Gobierno Colonial Español, mediante Real Decreto firmado por el Ministro de Ultramar, José Elduayen, estableció la división de la Isla en 6 provincias. Después, en el año 1963, éstas a su vez, se subdividieron en regiones. 

El 3 de julio de 1976, el Consejo de Ministros dictó la Ley 1304, Ley de la División Político-Administrativa, en virtud de la cual el territorio nacional, para los fines político-administrativos quedó dividido en 14 provincias y 169 municipios, incluyendo entre éstos el Municipio Especial Isla de la Juventud. 

La nueva División Político-Administrativa toma en cuenta el desarrollo económico-social, el incremento de la población y el interés de que exista una relación más cercana entre los Órganos Locales y los Órganos Centrales del Estado. Y al suprimir las Regiones, posibilita una participación más efectiva de la población en la gestión de gobierno en la instancia municipal. 
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SISTEMA DEL PODER POPULAR 

El Sistema del Poder Popular está constituido por diferentes órganos, a saber: 

• Asamblea Nacional del Poder Popular 

Es el Órgano Supremo del Poder del Estado. Representa y expresa la voluntad soberana de todo el pueblo. Es el único Órgano con potestad constituyente y legislativa en la República. 

• Consejo de Estado 

Es el Órgano de la Asamblea Nacional del Poder Popular que la representa entre uno y otro Período de Sesiones, ejecuta los acuerdos de ésta y cumple las demás funciones que la Constitución le atribuye. 

Tiene carácter colegiado y, a los fines nacionales e internacionales, ostenta la suprema representación del Estado Cubano. Está integrado por 31 Diputados. 

El Presidente del Consejo de Estado lo es también del Consejo de Ministros. 

• Asamblea Provincial del Poder Popular 

Constituida en la demarcación político-administrativa cuyos límites están fijados por la ley, es el Órgano Supremo Local del Poder del Estado, y, en consecuencia, está investida de la más alta autoridad para el ejercicio de las funciones estatales en su demarcación y para ello, dentro del marco de su competencia, y ajustándose a la ley, ejerce gobierno. 

• Asamblea Municipal del Poder Popular 

Constituida en la demarcación político-administrativa cuyos límites están fijados por la ley, es el Órgano Superior Local del Poder del Estado, y, en consecuencia, está investida de la más alta autoridad para el ejercicio de las funciones estatales en su demarcación y para ello, dentro del marco de su competencia, y ajustándose a la ley, ejerce gobierno. 

• Consejo Popular 

El Consejo Popular es un órgano del Poder Popular, local, de carácter representativo, investido de la más alta autoridad para el desempeño de sus funciones; comprende una demarcación territorial dada; apoya a la Asamblea Municipal en el ejercicio de sus atribuciones y facilita el mejor conocimiento y atención de las necesidades de los pobladores de su área de acción. 

Se crean en ciudades, pueblos, barrios, poblados y zonas rurales y comprenden cinco circunscripciones como mínimo, aunque pueden tener un número menor atendiendo a causas que lo justifiquen. 

Están integrados por los Delegados elegidos en las circunscripciones que comprenden, que serán la mayoría, y a ellos pueden pertenecer, además, representantes designados por las organizaciones sociales, las instituciones y entidades más importantes de la demarcación. 

• Circunscripción Electoral 

La Circunscripción no es un Órgano del Poder Popular. Es una división territorial del Municipio. Ningún Municipio debe tener menos de 30 circunscripciones. 

En cada Circunscripción se elige un Delegado para integrar la Asamblea Municipal. 

La Circunscripción Electoral es la base, la célula fundamental del Sistema del Poder Popular. 

CARACTERÍSTICAS PRINCIPALES DEL SISTEMA ELECTORAL CUBANO 

El Sistema Electoral Cubano está regulado por la Ley 72, Ley Electoral, aprobada por la Asamblea Nacional del Poder Popular el 29 de octubre de 1992. 

Sus características principales son: 

• El Partido no propone, no nomina, ni promueve candidatos 

El Partido Comunista de Cuba no es un Partido Electoral, él es la fuerza dirigente superior de la Sociedad y del Estado, por esa razón la facultad de proponer y nominar candidatos que es inherente a los Partidos Políticos en otros sistemas, en Cuba, por mandato de la ley la ejercen los propios electores. 

• Inscripción universal, automática y gratuita de los electores 

Derecho que se ejerce con máxima facilidad a partir de los 16 años de edad. Previo a las elecciones las listas de electores se hacen públicas en cada circunscripción, para propiciar que todo ausente, por el motivo que fuere, reclame y obtenga su incorporación. Si aún así por cualquier causa no apareciera en la lista correspondiente, puede incorporarse a ella en el momento de la votación en el lugar de residencia, presentando documento de identidad y mediante el testimonio de alguno de los electores presentes que acredite su lugar. 

• Postulación de los candidatos por los propios electores 

La base del sistema electoral en la circunscripción es la postulación de los candidatos por los propios electores. 

Los candidatos a delegados a las Asambleas Municipales del Poder Popular son propuestos y nominados en reuniones públicas directamente por los electores. 

Las proposiciones de precandidatos para Delegados a las Asambleas Provinciales y para Diputados a la Asamblea Nacional son elaboradas y presentadas para su consideración, a las Asambleas Municipales del Poder Popular por las Comisiones de Candidaturas. Previamente a este proceso, las Organizaciones de Masas envían a las Comisiones de Candidaturas sus propuestas de precandidatos. 

• Inexistencia de campañas electorales, discriminatorias, millonarias, ofensivas, difamatorias y denigrantes 

Los candidatos no pueden realizar ninguna actividad a favor de su candidatura, pues esta tarea es exclusiva de las Comisiones Electorales, la que realizan con estricto contenido ético, cívico y educativo, sin preferencias de ningún tipo y en la que se explica la importancia de ejercer el derecho al voto y los valores éticos, morales y ciudadanos que deben poseer los candidatos. 

Los candidatos a Delegados Provinciales y a Diputados, todos juntos, se reúnen con los electores para dialogar y examinar todos los temas de interés de la población y de la Nación. 

Todos los gastos de las elecciones son asumidos por el Presupuesto del Estado, por tanto ningún candidato tiene que aportar un solo centavo. 

• Total transparencia de los comicios 

El voto es directo y totalmente secreto. Al iniciarse la votación los integrantes de la Mesa Electoral invitan al público a comprobar que las urnas están completamente vacías antes de proceder a sellarlas. 

En lugar de miembros de la Policía o del Ejército, los Colegios Electorales y las urnas son cuidados por niños y jóvenes estudiantes. 

Al concluir la votación se realiza el escrutinio de forma pública en el propio Colegio Electoral. Además de los ciudadanos cubanos también pueden estar presentes los extranjeros que así lo deseen. 

• Obligación de que todos los electos lo sean por mayoría 

El candidato sólo es electo si obtiene más del 50% de los votos válidos emitidos, lo que les da un gran respaldo popular a su elección y le garantiza un importante apoyo a su gestión. 

• El voto es libre, igual y secreto 

Se trata de un derecho constitucional. Es un derecho y deber cívico que se ejerce de manera voluntaria y por no hacerlo nadie puede ser sancionado. 

Como no hay lista de Partidos, se vota directamente por el candidato que se desee, o se anula la boleta, o se deposita en blanco, lo que es igual a decir que se puede no votar por alguno o por ningún candidato. 

• Alta participación del pueblo en las elecciones 

En todos los procesos electorales que se han celebrado desde el año 1976, han participado más del 95% de los electores. 

CRONOLOGÍA DEL DESARROLLO DEL PROCESO ELECTORAL 

1. El Consejo de Estado libra la convocatoria, con 90 días de antelación a la fecha en que se celebran. 

2. El Consejo de Estado designa a la Comisión Electoral Nacional. 

3. Constitución de la Comisión Electoral Nacional. 

4. Constitución de las Comisiones de Candidaturas Nacional, Provinciales y Municipales. 

5. Constitución de las Comisiones Electorales Provinciales. 

6. Constitución de las Comisiones Electorales Municipales. 

7. Constitución de las Comisiones Electorales de Distrito. 

8. Constitución de las Comisiones Electorales de Circunscripción. 

9. Constitución de las Comisiones Electorales Especiales. 

10. Organización del Registro de Electores. 

11. Publicación en lugares públicos del Registro de Electores. 

12. Verificación por los electores de su inscripción en el Registro de Electores. 

13. Creación de los Colegios Electorales. 

14. Constitución de las Mesas Electorales. 

15. Celebración del Proceso de Nominación por el pueblo de los Candidatos a Delegados a las Asambleas Municipales del Poder Popular. 

16. Proceso de proposiciones de Precandidatos a Delegados a las Asambleas Provinciales y a Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular, por las organizaciones sociales de la sociedad civil. 

17. Las Comisiones de Candidaturas Nacional, Provinciales y Municipales analizan las propuestas formula das por las organizaciones sociales. 

18. Aprobación por las Comisiones de Candidaturas Provinciales y Nacional de las propuestas de precandidatos a Delegados y Diputados a las Asambleas Provinciales y Nacional del Poder Popular. 

19. Presentación por las Comisiones de Candidaturas Municipales a las Asambleas Municipales del Poder Popular de las propuestas de candidatos a las Asambleas Provinciales y Nacional, para someter las a la aprobación de éstas, las que tienen la facultad exclusiva de nominar a los candidatos que concurrirán a las elecciones 

20. Proceso de colocación, en lugares públicos, de las fotos y datos principales, de los candidatos a Delegados a las Asambleas Municipales. 

21. Celebración de las elecciones de primera vuelta. 

22. Celebración de las elecciones de segunda vuelta, solamente en lugares que lo requieran según lo establecido por la Ley. 

23. Constitución de las Asambleas Municipales del Poder Popular, se elige al Presidente y Vicepresidente. 

24. Presentación por las Comisiones de Candidaturas Municipales a las Asambleas Municipales del Poder Popular de las propuestas de candidatos a las Asambleas Provinciales del Poder Popular y Diputados a la Asamblea Nacional, para someterlas a la aprobación de éstas, las que tienen la facultad exclusiva de nominar a los candidatos que concurrirán a las elecciones. 

25. Proceso de colocación, en lugares públicos, de las fotos y datos principales, de los nominados como Delegados a las Asambleas Provinciales y Diputados a la Asamblea Nacional. 

26. Proceso de encuentros de los candidatos a Delegados a las Asambleas Provinciales y Diputados a la Asamblea Nacional con la población. En ellos la población conoce personalmente a los candidatos, éstos aprecian la realidad de cada comunidad y se intercambian opiniones, se escuchan propuestas y se ofrecen orientaciones y explicaciones sobre la situación actual y perspectiva de cada municipio, provincia y del país. 

27. Celebración de las elecciones para Delegados Provinciales y Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular. 

28. Presentación a la población de los Delegados y Diputados electos. 

29. La Comisión Electoral Nacional verifica la validez de la elección de los Diputados. 

30. Las Comisiones Electorales Provinciales verifican la validez de la elección de los Delegados Provinciales. 

31. Constitución de las Asambleas Provinciales del Poder Popular, se elige al Presidente y Vicepresidente. 

32. Celebración de las Asambleas Provinciales y Municipales para designar a los Vicepresidentes y principales cargos de los Consejos de la Administración de esas instancias. 

33. Celebración de la Sesión de Constitución de la Asamblea Nacional del Poder Popular para elegir al Presidente, Vicepresidente y Secretario del Órgano Legislativo. En la propia Asamblea se elige al Consejo de Estado, su Presidente, Primer Vicepresidente, demás Vicepresidentes, demás miembros y al Secretario. 

Principales elementos contenidos en la Ley Electoral 

• Procesos Electorales 

Los procesos electorales que establece la Ley 72, Ley Electoral son: 

a) Elecciones generales, en las que se elige a los Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular, su Presidente, Vicepresidente y Secretario, al Presidente, Primer Vicepresidente, Vicepresidentes y Secretario y demás miembros del Consejo de Estado, a los Delegados a las Asambleas Provinciales y Municipales del Poder Popular y a sus Presidentes y Vicepresidentes. 

b) Elecciones parciales, en las que se elige a los Delegados a las Asambleas Municipales del Poder Popular y sus Presidentes y Vicepresidentes. 

• Convocatoria a elecciones 

A toda elección precederá la correspondiente convocatoria que libra el Consejo de Estado y se publica en la Gaceta Oficial de la República con no menos de 90 días de antelación a la fecha de su celebración. 

• Derecho al sufragio 

Todos los cubanos, hombres y mujeres, incluidos los miembros de los institutos armados, que hayan cumplido los 16 años de edad, que se encuentren en pleno goce de sus derechos políticos y no estén comprendidos en las excepciones previstas en la Constitución y la Ley, tienen derecho a participar como electores en las elecciones periódicas y referendos que se convoquen. 

Todos los electores tienen el derecho a ser elegidos como Delegados y Diputados, aunque en este último caso deben haber cumplido 18 años de edad. 
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• Circunscripciones Electorales 

En cada Circunscripción Electoral en que, a tales efectos, se haya dividido el territorio del Municipio, se elige un Delegado a la Asamblea Municipal. 

El número de circunscripciones electorales del Municipio se determina para cada elección por la Comisión Electoral Provincial, a propuesta de la Comisión Electoral Municipal respectiva, tomando como base el número de habitantes del Municipio, de manera que el número de Delegados a elegir nunca sea inferior a 30. 
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• Comisiones Electorales 

Para organizar, dirigir y validar los procesos electorales que se celebren a fin de cubrir los cargos efectivos en los Órganos del Poder Popular, así como su constitución, y para la realización de referendos se crean Comisiones Electorales. 

Las Comisiones Electorales que se crean son: 

- Comisión Electoral Nacional 

- Comisión Electoral Provincial 

- Comisión Electoral Municipal 

- Comisión Electoral Distrital 

- Comisión Electoral de Circunscripción 

- Comisión Electoral Especial 

La Comisión Electoral Nacional se crea por el Consejo de Estado. A partir de este momento cada Comisión designa a las Comisiones de la instancia inferior. 

Las Comisiones Electorales de Circunscripción, designadas por la Comisión Electoral Municipal correspondiente, tienen entre sus principales funciones la de organizar y llevar a cabo las asambleas de vecinos para postular a los candidatos a Delegados a las Asambleas Municipales de cada uno de ellos y organizar el proceso en la Circunscripción. 

[image: image4.png]



Las Comisiones Electorales cesan en sus funciones una vez cumplidos los objetivos para los cuales fueron creadas. 

• Colegios y Mesas Electorales 

En cada circunscripción, teniendo en cuenta la cantidad de electores, se crean tantos Colegios Electorales como resulten necesarios para facilitar el voto de los ciudadanos. 

En cada uno de ellos se designa una Mesa Electoral que cumple lo establecido en la Ley Electoral, las disposiciones de las Comisiones Electorales y el mantenimiento de la disciplina durante el proceso de la votación, además examina las reclamaciones que formulen los ciudadanos y realiza el escrutinio de los votos. 
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• Registro o Padrón Electoral 

El Registro de Electores Padrón Electoral se organiza en cada municipio y en él se inscriben de forma automática todos los ciudadanos con capacidad legal para votar. Ningún ciudadano puede ser excluido del registro de electores. 

En el proceso de confección del Registro Electoral, las Comisiones Electorales de circunscripción hacen públicas las listas de electores, para que éstos puedan verificar su inclusión en ellas o subsanar cualquier error en sus datos personales. No obstante, si por cualquier causa un elector no apareciera en la lista correspondiente, puede ser incorporado a ella en el momento de la votación, lo que solicitará a la Mesa Electoral que corresponda. 
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• Nominación de Candidatos a Delegados a las 

Asambleas Municipales del Poder Popular 

Los candidatos a Delegados a las Asambleas Municipales son postulados en reuniones de electores en las áreas vecinales que se hayan organizado a ese fin en la circunscripción electoral, convocados por la Comisión Electoral de Circunscripción. 

Todos los electores participantes de la reunión tienen derecho a proponer candidatos. No está permitido hacerlo a nombre de una organización u organismo. Las proposiciones las hace a título personal el ciudadano, que explicará los méritos y cualidades del propuesto. 

Las propuestas son sometidas a votación a mano alzada y entre ellos en cada reunión de vecinos, resulta nominado el que obtenga la mayoría de los votos. 

De este proceso, en cada circunscripción, quedan postulados no menos de dos y hasta ocho candidatos para el cargo. 
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• Comisiones de Candidaturas 
Las Comisiones de Candidaturas designadas a nivel nacional, provincial y municipal tienen la función de elaborar y presentar a la Asamblea Municipal correspondiente los proyectos de candidaturas para Delegados a las Asambleas Provinciales y de Diputados a la Asamblea Nacional. 

En todos los casos están integradas por representantes de las organizaciones sociales de trabajadores, campesinos, estudiantes, vecinos, mujeres, etc. designadas por éstas a solicitud de las Comisiones Electorales correspondientes. Siempre están presididas por el representante de la Central de Trabajadores de Cuba. 
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• Divulgación de las fotografías y las biografías 
de los candidatos a Delegados a las Asambleas 
Municipales del Poder Popular 
Concluido el proceso de postulación las Comisiones Electorales de circunscripción son las únicas encargadas de divulgar las fotografías y las biografías de todos los candidatos, para ello las sitúan en lugares de afluencia de la población. 

Las biografías de cada candidato recogen los méritos, la capacidad, las condiciones personales para ocupar esa responsabilidad, y otras por las cuales puede ser objeto de elección como integrante de la Asamblea Municipal. 

Cualquier otra actividad que se realice a esos fines se lleva a cabo en igualdad de condiciones y no está permitida ninguna otra forma de propaganda electoral a título personal o de carácter individual 

• Elecciones de Delegados a las Asambleas 
Municipales del Poder Popular 
El día señalado para efectuar las elecciones, una hora antes de la fijada para iniciar la votación, los integrantes de las Mesas Electorales se constituyen en sus respectivos colegios y comprueban que todo esté listo para garantizar su trabajo, el estado de las urnas y las condiciones creadas para garantizar la privacidad del voto. 

Para ejercer el voto el elector presenta su carné de identidad o documento de identidad en los casos de miembros de los institutos armados para acreditar su condición de elector. El elector debe votar por un solo candidato. 
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• Escrutinio de los votos en los Colegios Electorales 
Al concluir la votación, el presidente de la Mesa Electoral abre la urna y procede, conjuntamente con los demás miembros, al conteo de los votos. 

El escrutinio es público y puede ser presenciado por representantes de organizaciones sociales, los candidatos y demás ciudadanos. También lo pueden hacer los extranjeros que así lo deseen. 

Del resultado del conteo de los votos se hace constancia mediante un documento oficial al que se le da lectura para conocimiento de todos los presentes. 

Los resultados de la votación, en cada colegio, con los votos obtenidos por cada candidato, los anulados y los depositados en blanco, son expuestos públicamente para conocimiento de los vecinos. 

• Cómputo de los votos en la Circunscripción Electoral 
El resultado de la votación de cada Colegio Electoral es informado a la Comisión Electoral de Circunscripción, conjuntamente con los demás documentos utilizados en el proceso de votación, la que procede a realizar el cómputo de la votación a fin de conocer el candidato que ha resultado elegido. 

El resultado de este cómputo es dado a conocer públicamente colocándose la información en el exterior de los locales de los Colegios Electorales y en otros lugares de afluencia de público. 

Comprobación del escrutinio de los votos por la Comisión Electoral Municipal. Proclamación de los elegidos 
Recibidos los resultados del cómputo de la votación realizado por las Comisiones Electorales de Circunscripción, la Comisión Electoral Municipal procede a verificar su validez, proclama los Delegados electos y les entrega sus correspondientes certificados de elección. 
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• Elecciones de segunda vuelta 
Si de los candidatos postulados en la circunscripción, ninguno de ellos obtiene más de la mitad de los votos válidos emitidos por los electores, la Comisión Electoral de Circunscripción dispone hacer una nueva elección dentro de los diez días siguientes a aquel en que se efectuó la votación, en la que participarán los dos candidatos que mayor votación obtuvieron. 

• Comisión de Candidaturas y postulación de los candidatos a Delegados a las Asambleas Provinciales y a Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular 
Las Comisiones de Candidaturas tienen la responsabilidad de preparar y presentar a las Asambleas Municipales las propuestas de precandidatos a Diputados a la Asamblea Nacional y a Delegados a las Asambleas Provinciales, que se forman a partir de los Delegados de Circunscripción y las propuestas que hacen las Organizaciones de Masas de personalidades destacadas, bien sean de trabajadores, estudiantes, campesinos, científicos, intelectuales, dirigentes, etc. Las candidaturas deben tener hasta un 50% de candidatos que sean Delegados de las Asambleas Municipales del Poder Popular. 

El Presidente de la Asamblea somete a votación la propuesta presentada por la Comisión de Candidaturas, la que se realiza a mano alzada, y resultan postulados como candidatos los que obtengan más de la mitad de los votos de los Delegados presentes. Si alguno de los propuestos no obtiene esa cantidad de votos, la Comisión de Candidaturas presenta una nueva proposición que se somete al procedimiento descrito. 
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• Divulgación de los candidatos a Delegados a las Asambleas Provinciales y a Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular 
Las Comisiones de Candidaturas Nacional, Provinciales y Municipales son las encargadas de realizar las actividades para facilitar que los electores conozcan a los postulados para Delegados a las Asambleas Provinciales y Diputados. Para ello exponen en lugares públicos la biografía y fotografía de cada candidato y organizan reuniones de vecinos en las que se leen las biografías. 

También los candidatos, de conjunto, realizan encuentros e intercambios en centros de trabajo, estudiantiles, cooperativas agrícolas, unidades militares, etc., del territorio por el cual han sido postulados, así como realizan reuniones con los dirigentes de las organizaciones sociales y con los electores en barrios y poblados. 

Por los medios de divulgación, Radio, Televisión y Prensa Escrita, se informa a la población de todos los pormenores de las elecciones y se orienta de la importancia de ejercer el voto. 

• Elecciones de Delegados a las Asambleas 
Provinciales y de Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular 
La organización de las elecciones para Delegados provinciales y Diputados es similar a la que se aplica para elegir a los Delegados a las Asambleas Municipales, aunque por su mayor complejidad presenta algunos aspectos de procedimientos distintos: 

• En este caso la elección se realiza por Municipio o Distrito Electoral, ya que en los municipios con más de cien mil habitantes, se crean Distritos Electorales que pueden tener no menos de cincuenta mil pobladores. 

• La Comisión Electoral Municipal realiza el cómputo final de la votación y proclama a los que resultan electos. En los municipios en los que se hayan creados distritos, el cómputo final de la votación lo hace la Comisión Electoral de Distrito e informa los resultados a la Comisión Electoral Municipal correspondiente. 

• En esta elección también se aplica la norma de que para ser elegido cada candidato debe recibir más de la mitad de los votos válidos emitidos en el Municipio o Distrito Electoral, según sea el caso. 

• De no resultar elegido uno o varios candidatos, el Consejo de Estado decide el momento de realizar su elección. 

• Constitución de la Asamblea Municipal del 
Poder Popular 
Dentro de un término de 21 días siguientes a la elección de todos los Delegados, en la fecha señalada por el Consejo de Estado, en el lugar y hora determinados por la Asamblea Municipal del Poder Popular saliente, los Delegados elegidos para integrar este Órgano se reúnen por derecho propio, provistos de sus respectivos certificados de elección. Esta sesión se inicia bajo la dirección del Presidente de la Comisión Electoral Municipal y requiere la presencia de más de la mitad del total de Delegados que integran la Asamblea Municipal. 

Declarada la validez de la elección de los Delegados se ejecuta el Himno Nacional, suscriben el juramento de sus cargos y se declara constituida la Asamblea 

• Constitución del Consejo Popular 
La Asamblea Municipal del Poder Popular o su Presidente, determina la fecha y lugar en que se efectúa la reunión para la constitución de los Consejos Populares y la elección del Presidente y, en su caso, de los Vicepresidentes. 

Las reuniones para la constitución de los Consejos Populares tienen carácter solemne y público. 

El Presidente del Consejo Popular, y en su caso, los Vicepresidentes, son elegidos entre los Delegados de las circunscripciones que lo componen a propuesta de uno de ellos. 

La elección se realiza por votación ordinaria y resultan elegidos por mayoría de votos de los Delegados que integran el Consejo Popular 
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• Constitución de la Asamblea Provincial del 
Poder Popular 
Dentro de los 15 días siguientes a la elección de los Delegados a las Asambleas Provinciales del Poder Popular, en la fecha señalada por el Consejo de Estado, en el lugar y hora previamente determinados por la Asamblea Provincial saliente, éstos se reúnen por derecho propio, provistos de sus respectivos certificados de elección. 

Los procedimientos para la constitución de la Asamblea Provincial son similares a los que aplican para la constitución de las Asambleas Municipales. 

• Constitución de la Asamblea Nacional del Poder 
Popular. Elección de su Presidente, Vicepresidente y Secretario y del Consejo de Estado 
Dentro de un término de 45 días a partir del momento de su elección, los Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular se reúnen por derecho propio, en el lugar, fecha y hora señalados por el Consejo de Estado, provistos de sus respectivos certificados de elección. 
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Esta sesión se inicia bajo la dirección del Presidente de la Comisión Electoral Nacional, requiere la presencia de más de la mitad de los Diputados elegidos y se verifica la elección. En ella éstos prestan y suscriben el juramento de sus cargos y se declara constituida para una nueva legislatura. 

Constituida la Asamblea, el Presidente de la Comisión de Candidaturas Nacional presenta las proposiciones de candidatos para Presidente, Vicepresidente y Secretario de la Asamblea Nacional. Después de aprobarse la candidatura se somete a votación la que se hace por voto directo y secreto. Concluida ésta, se procede de la misma manera para la elección del Presidente, Primer Vicepresidente, los Vicepresidentes, el Secretario y demás miembros del Consejo de Estado. En ambos casos los integrantes de las candidaturas son seleccionados entre los Diputados de la Asamblea Nacional del Poder Popular. 

¿Qué es la Asamblea Nacional del Poder Popular? 
La Asamblea Nacional del Poder Popular es el Órgano Supremo del Poder del Estado. Representa y expresa la voluntad soberana de todo el pueblo. Es el único Órgano con potestad constituyente y legislativa en la República. Es elegida por un término de cinco años. 

Entre otras, tiene facultades para acordar reformas de la Constitución, aprobar, modificar o derogar las leyes; discutir y aprobar los planes nacionales de desarrollo económico y social; discutir y aprobar el Presupuesto del Estado; declarar el estado de guerra en caso de agresión militar y aprobar los tratados de paz; designar, a propuesta del Presidente del Consejo de Estado, al Primer Vicepresidente, a los Vicepresidentes y demás miembros del Consejo de Ministros; elegir al Presidente, a los Vicepresidentes y a los demás jueces del Tribunal Supremo Popular; elegir al Fiscal General y a los Vicefiscales Generales de la República; nombrar Comisiones Permanentes y Temporales; ejercer la más alta fiscalización sobre los Órganos del Estado y del Gobierno. 

¿Qué es el Consejo de Estado? 
El Consejo de Estado es el Órgano de la Asamblea Nacional del Poder Popular que la representa entre uno y otro Período de Sesiones, ejecuta los acuerdos de ésta y cumple las demás funciones que la Constitución le atribuye. Tiene carácter colegiado y, a los fines nacionales e internacionales, ostenta la suprema representación del Estado. 
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Entre sus atribuciones están la de disponer la celebración de sesiones extraordinarias de la Asamblea Nacional del Poder Popular; acordar la fecha de las elecciones para la renovación periódica de ésta; dicta Decretos Leyes, entre uno y otro Período de Sesiones de la Asamblea Nacional del Poder Popular; decretar la movilización general cuando la defensa del país lo exija y asumir las facultades de declarar la guerra en caso de agresión o concertar la paz que la Constitución asigna a la Asamblea Nacional del Poder Popular, cuando ésta se halle en receso y no pueda ser convocada con la seguridad y urgencia necesaria; designar y remover, a propuesta de su Presidente, a los representantes diplomáticos de Cuba ante otros Estados; conceder indultos; ratificar y denunciar tratados internacionales. 

• Comisiones de Trabajo de la Asamblea Nacional   del Poder Popular 
Las Comisiones de Trabajo tienen como funciones auxiliar a la Asamblea Nacional y al Consejo de Estado en la más alta fiscalización de los Órganos del Estado y del Gobierno, elaborar Proyectos de Leyes y Acuerdos, dictaminar sobre los asuntos que se sometan a su examen, realizar los estudios que se les encomienden, y participar en la comprobación del cumplimiento de las decisiones adoptadas por la Asamblea Nacional y el Consejo de Estado que se programen en sus planes de trabajo. 

Las Comisiones de Trabajo pueden ser Permanentes o Temporales. 

Los Diputados no podrán ser nombrados para integrar a la vez más de una Comisión Permanente. Sin embargo, pueden integrar todas las Comisiones Temporales para las que sean designados por la Asamblea Nacional. 

Las Comisiones pueden promover el control y la participación popular en el cumplimiento de sus funciones. 
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La iniciativa de las leyes 
La iniciativa de las leyes compete, en primer lugar; a los Diputados a la Asamblea Nacional del Poder Popular; al Consejo de Estado; al Consejo de Ministros; y a las Comisiones de la Asamblea Nacional del Poder Popular. También es competencia del Comité Nacional de la Central de Trabajadores de Cuba y de las Direcciones Nacionales de las demás organizaciones de masas y sociales; del Tribunal Supremo Popular, en materia relativa a la administración de justicia; a la Fiscalía General de la República, en materia de su competencia; a los ciudadanos. En este caso será requisito indispensable que ejerciten la iniciativa diez mil ciudadanos, por lo menos, que tengan la condición de electores. 

Datos de interés de la Asamblea Nacional del Poder Popular 
- El Parlamento cubano es unicameral. 

- Se elige un Diputado por cada 20 000 habitantes o fracción mayor de 10 000. 

- Cada Municipio elige como mínimo dos Diputados independientemente del número de sus habitantes. 

- Hasta el 50% de los Diputados deben ser Delegados de las Asambleas Municipales. 

- Las leyes que aprueba la Asamblea Nacional entran en vigor cuando se publican en la Gaceta Oficial de la República, o en la fecha que la Ley señala. 

- Las leyes que aprueba la Asamblea Nacional no pueden ser vetadas por el Ejecutivo. 

- Todas las leyes y acuerdos que adopta la Asamblea 

Nacional tienen que ser aprobados por mayoría de votos, con excepción de los que se refieran a reformas de la Constitución. 

- Las Comisiones Permanentes de Trabajo se mantienen funcionando durante todo el año. 

- Los Diputados rinden cuenta de su labor ante la Asamblea Municipal del Municipio en el que fue electo y participan en las reuniones de Rendición de Cuenta de los Delegados de Circunscripción, con sus electores dos veces al año. 

- En cada Legislatura de la Asamblea Nacional, como consecuencia del resultado de las elecciones, han sido renovados entre el 50% y 60% de los Diputados. 

- La VI Legislatura (2003-2008) de la Asamblea Nacional cuenta con 609 Diputados. Esta cifra varía en razón del número de la población del país. 

El Consejo de Ministros 
El Consejo de Ministros es el máximo Órgano Ejecutivo y Administrativo y constituye el Gobierno de la República. 

Está integrado por el Jefe de Estado y de Gobierno, que es su Presidente, el Primer Vicepresidente, los Vicepresidentes, los Ministros, el Secretario y los demás miembros que determine la Ley. 

El Presidente, el Primer Vicepresidente, los Vicepresidentes y otros miembros del Consejo de Ministros que determine el Presidente, integran su Comité Ejecutivo. 

Son atribuciones del Consejo de Ministros, entre otras: organizar y dirigir la ejecución de las actividades políticas, económicas, culturales, científicas, sociales y de defensa, acordadas por la Asamblea Nacional del Poder Popular; 

proponer los proyectos de planes generales y de desarrollo económico-social del Estado; dirigir la política exterior de la República y las relaciones con otros Gobiernos; aprobar tratados internacionales y someterlos a la ratificación del Consejo de Estado; dirigir y controlar el Comercio Exterior; elaborar el Proyecto de Presupuesto del Estado; dirigir la Administración del Estado y unificar, coordinar y fiscalizar la actividad de los organismos de la Administración Central y de las Administraciones Locales 

Fiscalía General de la República 
La Fiscalía General de la República es el Órgano del Estado al que corresponde, como objetivos fundamentales, el control y la preservación de la legalidad sobre la base de la vigilancia del estricto cumplimiento de la Constitución, las leyes y demás disposiciones legales, por los organismos del Estado, entidades económicas y sociales y por los ciudadanos; y la promoción y el ejercicio de la acción penal pública en representación del Estado. 

La Fiscalía General de la República constituye una unidad orgánica subordinada únicamente a la Asamblea Nacional del Poder Popular y al Consejo de Estado. 

El Fiscal General de la República recibe instrucciones directas del Consejo de Estado, y rinde cuenta de su gestión ante la Asamblea Nacional del Poder Popular. 

Los Tribunales 
La función de impartir justicia dimanan del pueblo y es ejercida a nombre de éste por el Tribunal Supremo Popular y los demás tribunales que la Ley instituye. 

Los tribunales constituyen un sistema de órganos estatales, estructurado con independencia funcional de cualquier otro y subordinado jerárquicamente a la Asamblea Nacional del Poder Popular y al Consejo de Estado. 

El Tribunal Supremo Popular ejerce la máxima autoridad judicial y sus decisiones, en este orden, son definitivas. 

Los jueces, en su función de impartir justicia, son independientes y no deben obediencia más que a la Ley. 

Para los actos de impartir justicia todos los tribunales funcionan de forma colegiada y en ellos participan, con iguales derechos y deberes, jueces profesionales y jueces legos. 

¿Qué es el Consejo de la Administración Provincial? 
El Consejo de la Administración Provincial es el Órgano Local Superior dentro de la Administración Provincial; tiene carácter colegiado y su función primordial es promover el desarrollo económico y social de su territorio, por lo cual coordina y controla la ejecución de la política, programas y planes aprobados por los Órganos Superiores del Estado, con el apoyo de sus municipios, conjugados con los intereses de éstos. 

El Consejo de la Administración Provincial está integrado por el Presidente y el Vicepresidente de la Asamblea Provincial del Poder Popular, por los Vicepresidentes y el Secretario de la Administración Provincial que se designen, así como por los jefes de Direcciones Administrativas y otros dirigentes de Entidades Económicas, de Producción y Servicios. Excepto el Presidente y el Vicepresidente de la Asamblea Provincial, todos los demás miembros del Consejo de la Administración Provincial son designados por las respectivas Asambleas del Poder Popular, a propuesta del Presidente 

¿Qué es el Consejo de la Administración Municipal? 
El Consejo de la Administración Municipal es el Órgano Superior Local dentro de la Administración Municipal, tiene carácter colegiado, y su función primordial es dirigir las Entidades Económicas, de Producción y de Servicios de subordinación Municipal, así como participar en unión de otras instancias del país, en el desarrollo económico y social del Territorio. 

El Consejo de la Administración Municipal está integrado por el Presidente y Vicepresidente de la Asamblea Municipal del Poder Popular respectiva, por él o los Vicepresidentes y el Secretario de la Administración Municipal que se designen, así como por otros miembros que ocupen cargos de Jefes de Direcciones Administrativas o de otras Entidades Económicas, de Producción y de Servicios en el Territorio con independencia de su subordinación. Excepto el Presidente y el Vicepresidente de la Asamblea Municipal, todos los demás miembros del Consejo de la Administración Municipal son designados por la correspondiente Asamblea del Poder Popular, a propuesta de su Presidente, consultada previamente con el Consejo de la Administración Provincial. 

Relaciones de las Administraciones Provinciales y Municipales con los Consejos Populares 
Las Administraciones Provinciales y Municipales mantienen estrechas relaciones de trabajo con los Presidentes de los Consejos Populares de sus demarcaciones territoriales. En este sentido analizan y dan cumplido trámite a los planteamientos que reciban de estos últimos sobre el funcionamiento de las unidades y centros de su subordinación enclavados en el territorio de la jurisdicción de aquellos 

Perfeccionamiento del Sistema Político Cubano 
La concepción que fundamenta el Sistema Político Cubano es de búsqueda permanente de mecanismos que lo perfeccionen, así ha sido desde el 1ro. de Enero de 1959, hasta llegar al momento de hoy en que se han encontrado amplios y profundos cauces que permiten la incorporación del pueblo a la conducción real de la sociedad, y que conviertan en realidad el precepto constitucional del derecho de todos los ciudadanos a intervenir en la dirección del Estado directamente o por intermedio de sus representantes. 

Por esas razones la Dirección del país, junto a todo el pueblo, convencidos no sólo de que el Sistema Político actual es perfectible, si no de la necesidad de hacerlo aún más democrático y participativo, más humano, equitativo y solidario, desarrolla amplios planes culturales, sociales y educativos, a la vez que impulsa importantes acciones para perfeccionar el funcionamiento interno de todo el Sistema del Poder Popular 

2. Gobernabilidad.
Autor: Dr. Joaquín Alonso Freyre (joaquin@sociales.uclv.edu.cu)  
Introducción

El término gobernabilidad ha entrado como una categoría de las ciencias sociales tan solo en los últimos 30 años, tiempo en extremo exiguo para buscar en él una tradición de producción científica
. No obstante, cuando se indaga en su significado más simple encontramos que gobernabilidad se define como “cualidad de gobernable”
 para referirse a algo “que puede ser gobernado”
. Siendo así nos damos cuenta que el contenido de lo que hoy encierra el término ha sido objeto de análisis por el pensamiento político desde la antigüedad, en el medioevo y en la modernidad a través de sus reflexiones en torno al poder y al buen gobierno
.

Que en los últimos años haya crecido la preocupación en los centros de dominación mundial, regional y de diversas naciones en torno a esa cualidad, es decir, en torno a la obtención de la obediencia, la docilidad y la sumisión
, y que ello se refleje como demanda de producción para las ciencias sociales al punto de que “todo parece ser un problema de gobernabilidad”
, indica la existencia de una seria percepción de amenaza para tales centros. Se observa entonces un tratamiento del tema en reuniones de alto nivel
 y por diversas escuelas de producción científica
. 

Para las ciencias sociales en Cuba la investigación en torno a la gobernabilidad constituye no una cuestión de esnobismo, sino una contribución a la protección de nuestro proyecto emancipador frente a las políticas agresivas del imperialismo que emplea, hasta en el más mínimo detalle, los hallazgos que se obtienen en cuanto a logro de la gobernabilidad, tratando de impedir a toda costa que en Cuba puedan ser aplicados en el orden de la implementación de políticas, y generando, por el contrario, medidas que puedan conducir a un estado interno de ingobernabilidad. El estudio de la producción científica contemporánea en torno a la gobernabilidad puede permitir entonces una función pronóstica a través del conocimiento de la lógica interna de uno de los ejes de la política imperialista respecto a Cuba.

Y frente a esa producción científica sesgada por intereses de dominación hegemónica, se debe tener una producción alternativa desde nuestro paradigma emancipador que, sin ignorar los núcleos racionales de los hallazgos que se producen en el mundo, descubra, evidencie y estructure un modelo de gobernabilidad para la emancipación, cuya existencia explica el milagro de la supervivencia de la Revolución Cubana frente al imperialismo y cuyo perfeccionamiento es necesario construir a todos los niveles.

En más de cuatro décadas el proceso revolucionario cubano ha demostrado una sólida capacidad defensiva estructurando políticas con altos niveles de centralización de los procesos decisores. Sin embargo, las tareas constructivas de un nuevo orden social tienen como requerimiento la incorporación masiva de la población desde una diversidad enriquecida por la propia Revolución lo cual sólo es posible si la participación en los procesos decisores se estructura desde las bases de la sociedad
 en un haz donde se realicen las capacidades endógenas de cada sector social y de cada comunidad humana. En este informe se expone una propuesta metodológica para potenciar el crecimiento en gobernabilidad comunitaria en consejos populares cubanos.

El entorno del debate sobre gobernabilidad.
El uso expreso del término se inició en Europa y Estados Unidos en la década del setenta para referirse a los problemas relativos al ejercicio del gobierno frente al crecimiento de las demandas sociales en las condiciones en que se producía, bajo la influencia del pensamiento neoliberal, el desmontaje del llamado “Estado benefactor” mediante la aplicación de políticas de privatización que trajeron consigo una contracción del sector público a favor de los mecanismos de mercado y significaron una reducción radical de la participación del Estado como actor económico dentro de la sociedad y un crecimiento de los niveles de exclusión social
.

En América Latina la entrada del debate se produce a partir de los años 80 durante los llamados procesos de transición democrática, pero en condiciones muy diferentes a las existentes antes del período de las dictaduras militares
. Atrás había quedado el Estado del período desarrollista con una gran capacidad redistributiva que permitía aplicar políticas populistas
, apareciendo en su lugar un Estado con una creciente deuda externa. La problemática del pago de la deuda y la necesaria consideración de las presiones de los organismos crediticios internacionales significaron una pérdida de la soberanía para muchos gobiernos democráticamente elegidos que debían y deben enfrentar serios obstáculos para el cumplimiento del mandato popular expresado en las urnas.

Así las cuestiones relativas a la gobernabilidad adquirieron un rango de alta prioridad en la producción teórica e ideológica. Sin embargo, al término gobernabilidad se le fueron atribuyendo disímiles significados siendo imposible que se consolidara como un concepto único y comúnmente aceptado. Uno de los pocos diccionarios que define el término es el Diccionario de Política de Norberto Bobbio, donde se afirma que tanto la gobernabilidad como la ingobernabilidad no son fenómenos perfectamente constatables sino “procesos en curso, relaciones complejas entre los componentes de un sistema político”.

En un inicio los términos de gobernabilidad e ingobernabilidad fueron empleados para referirse, “al fenómeno de la estabilidad de la economía, a su funcionamiento fluido, tal como aparece en el período de entreguerras, según una secuencia (inestabilidad monetaria–inestabilidad productiva–inestabilidad social) que exige el procesamiento mediante las instituciones y los sujetos sociales"
 . Dentro de las ciencias sociales, en cambio, el término de gobernabilidad se empleó
 para hacer referencia al control político institucional del cambio social transformador; mientras ingobernabilidad, a su vez, definía pérdida de control gubernamental de los mecanismos o de las fuerzas objeto del gobierno.

También se ha debatido sobre las crisis de gobernabilidad y la ingobernabilidad. Al respecto se ha señalado por diversos autores
 la necesidad de diferenciar una de otra dejando a un lado los abusos que se comenten, con bastante insistencia, con el uso de estos términos. En realidad no es igual la situación en que un sistema muestra incapacidad "para resolver una o varias tareas" de aquella en que "es incapaz de cumplir sus funciones originales y debe sufrir una transformación profunda dando paso a nuevas estructuras y funciones esencialmente diferentes"
. Es interesante como, dentro del pensamiento marxista clásico, Lenin se encargó de establecer una clara distinción entre situación revolucionaria y revolución negando que una desembocara en la otra
.

A pesar de la diversidad de enfoques sobre la gobernabilidad en todos los casos se hace referencia en el orden conceptual a la capacidad de los gobiernos para ejercer el poder político de forma continuada. Esta capacidad es resultante de factores internos y externos de naturaleza económica, política, jurídica y socio-cultural.

Gobernabilidad; término y concepto. La perspectiva institucional.

El tratamiento del tema de la gobernabilidad provino de cuatro fuentes: 1- La llamada Comisión Trilateral
; 2- La comprensión de los procesos de transición a la democracia; 3- Su uso por organismos internacionales; y 4. La explicación de los procesos de construcción europea.

El origen del concepto puede situarse
 en el Informe “Gobernabilidad de las democracias”, escrito por M. Crozier, S. Hungtinton y J. Watanuki por encargo de la Comisión Trilateral. En él sus autores abordan la necesidad de superar el desajuste existente entre las demandas sociales en expansión y la crisis financiera y de eficiencia que caracterizó al mundo capitalista en los 70. Se entendió entonces que la investigación sobre gobernabilidad debía centrar la distancia entre las demandas sociales y la habilidad de las instituciones públicas para satisfacerlas; de ahí que estableciera una definición de gobernabilidad en sentido amplio como capacidad de las instituciones públicas de hacer frente a los desafíos que confronta, sean éstos retos u oportunidades.

Un uso diferente se dio en los trabajos que abordaron la problemática de la transición democrática
 donde se asume un doble papel de la gobernabilidad; por un lado cuando evita la autocracia y, por otro cuando logra la expansión de los derechos y oportunidades de las personas. Este doble papel va a originar una doble vertiente del concepto de gobernabilidad como ausencia de ingobernabilidad, es decir, como estabilidad política; o como gobernabilidad para realizar políticas orientadas a satisfacer las necesidades de la ciudadanía.

Una tercera corriente proviene de la utilización del término por las agencias internacionales (de modo más explícito por el Banco Mundial y el PNUD) que lo emplean como sinónimo de governance y que ya ha sido aceptado por la Real Academia de la Lengua Española
 como gobernanza. Estas agencias emplean el término gobernabilidad para referirse a: (1) el proceso y las reglas mediante los cuales los gobiernos son elegidos, mantenidos, responsabilizados y reemplazados; (2) la capacidad de los gobiernos para gestionar los recursos de manera eficiente y formular, implementar y reforzar políticas y regulaciones; y (3) el respeto de los ciudadanos y del estado a las instituciones que gobiernan las interacciones socio-económicas entre ellos.(Kauffman, Kraay y Labatón-Zoido. 2000).

Aquí se puede destacar la existencia de una confusión entre reglas del juego (por ejemplo los procedimientos de elección y toma de decisiones) y los resultados de estas reglas en cuanto a eficacia y eficiencia (por ejemplo, la implementación de las decisiones) y a legitimidad (valoración de sus instituciones por los ciudadanos). Esta confusión no permite distinguir analíticamente gobernanza (o entramado institucional) y gobernabilidad (capacidad de gobierno conferida por dicho entramado) complicando el estudio de los nexos entre ambas.


La cuarta corriente surge en los 90 durante el proceso de integración europea donde la gobernabilidad de toda la Unión trata de explicarse a partir del concepto de gobernanza cuando se asume como estructura de toma de decisiones a través de redes multinivel de actores gubernamentales y no gubernamentales. Se produce una literatura en la que autores como Renata Mayntz (2000) o Fritz Scharpf (2000 y 2001) 
 entre otros, aportan una nueva forma de comprender la gobernabilidad y la gobernanza cuando abordan, según expone Oriol Prats (2003),
 (a) una nueva conceptualización de la legitimidad de las instituciones políticas fundamentada en la eficiencia de un gobierno sobre todo para el pueblo más que por o desde el pueblo y (b) una nueva forma de entender las políticas públicas en clave multinivel y de red, donde la formulación y la implementación se producen en arenas y niveles políticos diferentes por actores con distintas capacidades y preferencias.
Como se observa el concepto que encierra el término gobernabilidad depende de la corriente en la que se produce la literatura que se consulte. Y dentro de ella el marco conceptual que parece tener las mayores posibilidades de aportar a la investigación del asunto radica en el institucionalismo.

Gobernabilidad y gobernanza no son, como se ha visto, conceptos excluyentes, sino complementarios. Siguiendo el razonamiento de K. Strom y W. Müller (1999)
 al estudiar la gobernanza se centran los procesos de interacción entre actores estratégicos considerando a estos como aquellos que cuentan con recursos de poder
 suficientes para impedir o perturbar el funcionamiento de las reglas o procedimientos de toma de decisiones y de solución de conflictos colectivos.
 Es decir, se centran las estructuras sociopolíticas que emergen y gestan tales procesos de interacción. El concepto de gobernanza se convierte entonces en una herramienta analítica y descriptiva para estudiar los patrones de interacción como agentes mediadores y mediatizados enfocando la acción de los actores involucrados. 

Tales patrones de interacción tienen su fundamento último en las reglas del juego, es decir, en las instituciones formales e informales que pautan el comportamiento de los actores. Entonces cualquier acción de intervención tendrá que desarrollar un cuestionamiento institucional en el sentido de negación dialéctica para potenciar la gobernanza a través de la acción de actores en crecimiento.

Extendiendo esta lógica a la gobernabilidad es necesario entender esta como la capacidad de un sistema sociopolítico de gobernarse a sí mismo en el contexto en que se encuentra. Por tanto se deriva de la correlación entre necesidades y capacidades del propio sistema y se convierte en una cuestión de refuerzo que implica un ciclo de retroalimentación donde la gobernabilidad depende de la calidad de las reglas del juego (potencial institucional) y actúa sobre ellas reforzándolas (mediante la realización del potencial institucional).

Así, la gobernabilidad se refleja en el tipo de políticas públicas implementadas de modo que establece un vínculo no solo entre necesidades y capacidades, sino además entre necesidades y políticas. Pone entonces en evidencia el sesgo institucional de la política al mostrar como la institucionalidad afecta a las políticas y como estas establecen reglas o marcos institucionales para las decisiones colectivas.
El esquema es simple: la gobernabilidad es mediada por las capacidades conferidas por el marco institucional, pero esa mismas capacidades actúan hacia los niveles inferiores en forma de políticas que genera una nueva gobernanza bajo la que interactúan otros actores (por ejemplo, los ciudadanos en el desempeño de sus roles cotidianos de vida).
En resumen: desde la perspectiva institucional la gobernanza aborda la interacción entre actores desde los marcos institucionales en que se produce, mientras la gobernabilidad es la capacidad que dicha interacción aporta al sistema sociopolítico para su propio refuerzo. Por supuesto, que este refuerzo puede ser positivo o negativo, es decir, puede encaminarse hacia una reproducción social que consolide al sistema o que lo debilite y en casos extremos lo destruye.

Desde esta perspectiva la investigación del asunto supone una integración multidisciplinaria que logre una aproximación coherente de la sociología, la psicología, la economía, el derecho, etc. capaz de captar el proceso de construcción social de las preferencias desde necesidades, demandas, capacidades y políticas.

La perspectiva institucional aporta una dimensión analítica al estudio de la gobernabilidad por cuanto se fundamenta en reglas que confieren un marco institucional a la interacción de actores (gobernanza) permitiendo captar la correlación entre necesidades y capacidades por un lado, y por otro, entre necesidades y demandas, y formulación e implementación de políticas públicas.


Sin embargo, los estudios analíticos llevan implícitos connotaciones normativas por cuanto permiten detectar comportamientos institucionales no deseados (los excesos de centralización, la rigidez administrativa, etc.) y evaluar desde el ámbito de los valores y los principios la transformación de las demandas en políticas señalando cuáles demandas resolver, los procedimientos a seguir y los objetivos a alcanzar. Las teorías normativas se orientan entonces a mejorar el sistema.

La dimensión normativa enfoca la gobernabilidad asociada con mayores niveles de democracia y bienestar estimando que (a) las fórmulas democráticas son las que mejor canalizan las necesidades y demandas ciudadanas y (b) el bienestar, entendido como desarrollo humano, es el mejor modo de juzgar la bondad de las políticas públicas.

La influencia de las fórmulas democráticas en la gobernabilidad es algo incuestionable a pesar de que puede existir gobernabilidad sin democracia en tanto a un gobierno autoritario posee capacidad de formulación e implementación, sin embargo, no podrá pasar a altos niveles de gobernabilidad mediante el empleo exclusivo de la fuerza.

La gobernabilidad democrática. Su enfoque por diversos autores

La complejidad de la problemática de la gobernabilidad bajo un régimen democrático ha sido tratado por diversos autores que enfocan el asunto no sólo en el plano de las acciones gubernamentales, sino que además incluyen una valoración sobre el estado de las instituciones sociales y el vínculo entre el Estado y la sociedad civil.

Manuel de Puelles y Raúl Urzúa
 afirman que, en general, una democracia es gobernable cuando los gobernantes toman y ejecutan decisiones que son aceptadas por la ciudadanía sin que esta pretenda cambiar el régimen político, aún cuando tales decisiones la afecten; en este sentido la gobernabilidad implica estabilidad política de las instituciones democráticas y de los gobiernos en el corto plazo. También se relaciona directamente con la capacidad de las instituciones políticas y sociales para, por un lado, agregar y articular intereses, y por otro, regular y resolver los conflictos entre ellos. Desde una perspectiva de largo plazo y en el contexto económico, político y social, la gobernabilidad se relaciona con la capacidad de los gobiernos para conducir los procesos y actores sociales hacia el desarrollo, la equidad y la consolidación de las instituciones democráticas, resolviendo los conflictos de intereses y valores que surjan en torno a esas metas.

En su relación directa con el problema del crecimiento de las demandas sociales, se considera que la gobernabilidad en una sociedad depende de la capacidad de la maquinaria gubernamental para producir y ejecutar las decisiones políticas con que se pretende hacer frente a las demandas y problemas de los gobernados. Por tanto, la ingobernabilidad es concebida como el debilitamiento del consenso de los ciudadanos, y es el resultado de la insatisfacción por parte del gobierno de las demandas sociales en la cantidad y calidad en que se exige, lo cual trae como consecuencia la pérdida de legitimidad ante los ojos de los ciudadanos.

Para Hewitt de Alcántara el significado de la gobernabilidad radica en la creación de consenso u obtención de consentimiento o aquiescencia necesaria para llevar a cabo un programa en un escenario donde están en juego diversos intereses, implica la creación de estructuras de autoridad en distintos niveles de la sociedad dentro y fuera del Estado, por encima y por debajo del Estado
.

Pedro M. Martínez señala, que la gobernabilidad se da cuando existe calidad en el desempeño gubernamental, considerando las siguientes dimensiones: 1) la capacidad de adoptar oportunamente las decisiones y desafíos que exigen una respuesta gubernamental; 2) la efectividad de esas decisiones (obligación y acatamiento); 3) su aceptación social (conformidad, congruencia y armonía con intereses y anhelos de los diferentes grupos); 4) la eficacia de esas decisiones; 5) la coherencia de esas decisiones (ausencia de efectos contradictorios). De esta manera la gobernabilidad sería la capacidad de las instituciones gubernamentales y movimientos de avanzar hacia objetivos definidos y movilizar con coherencia, eficiencia y oportunidad las energías de los integrantes hacia metas preestablecidas. Lo contrario, o sea, la incapacidad para lograr estas metas, llevaría a la ingobernabilidad.

X. Arbos y S. Giner al analizar la gobernabilidad señalan que dentro de ella, como fenómeno pluridimensional, se deben reconocer cuatro niveles en los que se mueve ese complejo proceso:

Primer nivel: se refiere al dilema legitimidad y eficacia, en el que tres instrumentos van a jugar un papel fundamental porque garantizan la participación directa ciudadana: el plebiscito, las formas de iniciativa popular y el referéndum. 

Segundo nivel: proponen la identificación realista de las presiones y demandas del entorno gubernamental lo cual supone una distribución de responsabilidades, una visión realista y a la vez responsable; plantean que a través del reconocimiento de los responsables de los conflictos o carencias que suscitan presiones sociales, se pueden jerarquizar las acciones a tomar y de esa manera se pueden distribuir entre el gobierno, sus diferentes órdenes y poderes, y la sociedad.

En este caso la salida sería la propuesta de metodologías participativas que sean capaces de involucrar a los actores concernidos en la solución de los problemas que estén a su alcance y que llevan a los ciudadanos a saber exigir el cumplimiento de las obligaciones del Estado.

Tercer nivel: es la manera en que dé la reestructuración corporativa de la sociedad (papel de la burocracia y su grado de compromiso en la elaboración de políticas en el marco de instituciones así creadas); es la capacidad de los actores locales para concretar un pacto social incluyente y participativo que supere el corporativismo.

Aquí juegan un papel decisivo la capacidad y deseos de los grupos para establecer determinados arreglos institucionales (aceptar compromisos institucionales democráticos) que confieran mayor peso relativo a los grupos de masas políticamente relevantes (sindicatos, partidos políticos) por encima de los grupos elitistas (empresarios, militares, Iglesia), pero que permitan la representación efectiva de todos ellos en un diseño institucional favorable de los arreglos de las propias instituciones. Ello implica una auténtica representación ciudadana a través de los partidos políticos existentes y la creación de una mayoría que funcione sobre criterios partidistas.

Cuarto nivel: la gobernabilidad vinculada con los temas del desarrollo, particularmente con la expansión y el cambio tecnológico, ya que estos tienen repercusiones demográficas, ecológicas y sociales
.

Por otra parte, M. Alcántara señala la existencia de tres escenarios para fortalecer la gobernabilidad:

1- organizaciones de gobierno encargadas de vincular la economía y el sector público,

2- organizaciones de gobierno encargadas de vincular economía y política y

3- la interacción entre la amplia gama de actores pertenecientes a la sociedad civil.

Puede apreciarse que el fenómeno de la gobernabilidad puede ser abordado desde varias aristas, a saber: a) el grado de efectividad y eficacia de las instituciones gubernamentales para dar respuesta a las demandas sociales; b) los niveles de legitimidad y consenso alrededor del sistema político y del régimen de dominación en general y; c) los niveles de participación política de los ciudadanos en el ejercicio del poder, especialmente en los procesos decisorios. En tal sentido Daniel Filmus afirma que la eficiencia, la legitimación y la participación son los tres pivotes sobre los que se asienta hoy la gobernabilidad de los sistemas políticos.

Tratamiento temático de la gobernabilidad en América Latina. 

En su tratamiento en América Latina el tema de la gobernabilidad ha ido adquiriendo una estructura temática que incluye, según Hernán Yanes,
 las siguientes dimensiones:

1- La reforma del estado que incluye la implementación de su descentralización.

2- La crisis de representatividad centrada en la crisis de legitimidad, reconocimiento y capacidad movilizativa del sistema de partidos.

3- La autonomización, institucionalización y fortalecimiento de los nuevos actores sociales colectivos de la sociedad civil.

El modo en que se asumen estos temas presenta una relación directa con el predominio del pensamiento neoliberal ya que al postularse una reforma del estado y proyectarse la implementación de su descentralización no se entiende por ello un fortalecimiento de la sociedad civil en su conjunto, sino que se privilegia el papel de los empresarios bajo políticas privatizadoras que significan una retirada del Estado de un conjunto de funciones públicas y de seguridad social. Ello implica una privatización de la agenda social. 

En cuanto al sistema de partidos no se pretende su transformación radical, ni la aparición de partidos que representen realmente a la población, sino encontrar fórmulas de legitimación de los partidos existentes mediante el empleo de formas electorales propias de un enfoque liberal de la democracia. Mientras, se procura que los actores sociales colectivos de la sociedad civil se nucleen en un basto conjunto de pequeñas organizaciones que orientadas al logro de objetivos particulares inmediatos y significan una atomización del empuje de las fuerzas populares.

Estos temas son abordados según dos tendencias, una de naturaleza normativista y la otra de naturaleza estructural. En la primera la gobernabilidad se enfoca en términos de relaciones, ante todo institucionales, entre el gobierno y la sociedad civil, asumiendo las crisis como un problema de incapacidad de los gobernantes. En la segunda, se acepta la relación entre el gobierno y la sociedad civil, pero se hace un reconocimiento de la agenda social. A pesar de ello, no rompe con la matriz normativista pues subordina los asuntos sociales a los de tipo institucional, es decir, asume que la gobernabilidad pasa primero por la existencia de un modelo de democracia y luego se resolverían los asuntos sociales, que para muchos serían abordados con políticas asistenciales.

En la actualidad la fuerza del tema se relaciona estrechamente con la percepción que se tiene de la crisis no como un fenómeno particular de una nación u otra, sino como fenómeno generalizado en la región y más allá. Sin embargo, se observa que las élites responsables de las políticas que condujeron a este estado de cosas son las mismas que impulsan el tratamiento del tema pretendiendo convertirlo en instrumento de dominación. Tan es así que el tema central de la VI Cumbre Iberoamericana, celebrada en noviembre de 1996 en Santiago y Viña del Mar, Chile, quedó enunciado como La gobernabilidad para una democracia eficiente y participativa.

En este intento se incorpora el método de la negociación y el pacto. Sin embargo, para las élites de gobierno en América Latina ello supone retos y peligros considerables. En primer lugar, el clientelismo: en la región priman los sistemas políticos habituados a funcionar con estilos clientelistas que no han favorecido la independencia de las colectividades que los actores se procuran para participar en defensa de sus intereses. En unos casos porque estas colectividades son constituidas desde las fuerzas políticas tradicionales como un modo de encuadramiento de las masas; en otros casos, porque se trata de colocarlas bajo el ala de estas fuerzas cuando estas colectividades se gestan por la propia gente. Entonces no son sistema políticos realmente capacitados para favorecer desarrollos que impliquen una participación real de la gente en los asuntos que les concierne, ni para responder a una sociedad civil más plural y compleja cada día. Por tanto, las élites de gobierno tendrían que asumir como parte del ejercicio de su dominación la necesidad de transformaciones radicales que siempre presuponen el peligro de que la dominación misma sea barrida.

En segundo lugar, la propia naturaleza elitista de los gobiernos puede constituirse en un obstáculo considerable para una verdadera apertura negociadora y de consenso, pues ello puede implicar un cuestionamiento a su propia legitimidad como fuerza dirigente de la sociedad, al hecho de que pequeños grupos puedan tener en sus manos el destino de una sociedad. Mucho más para aquellas élites comprometidas con prácticas autoritarias de gobierno. Entonces por sí misma es lógico que asuman una postura de resistencia a emprender procesos que no les sean favorables. Sin embargo, cuando lo emprenden no es para dialogar, sino para imponer las prioridades de su agenda de gobierno y poner contra la pared a las fuerzas que pueden significar una transformación real del estado de cosas.

El tema de la gobernabilidad se convierte entonces en instrumento para el sostenimiento de un sistema de dominación, en un modo de refuncionalización de los conflictos y no de su resolución. Así se puede observar un predominio de construcciones conceptuales desde la lógica del poder, es decir, desde la lógica del opresor y no del oprimido. Sin embargo, es un tema incorporado definitivamente al pensamiento político y fuera de él. Así, cuando se aborda la problemática del desarrollo social se recurre necesariamente a la utilización del término y se debe emplea como uno de los indicadores, que garantiza y a la vez, es muestra, del desarrollo social alcanzado en una localidad, territorio o país.

Ello implica la necesidad de desarrollar construcciones conceptuales sobre la gobernabilidad desde la percepción de los sujetos populares y hacerlo para todos los niveles de gestión gubernamental, con énfasis en el nivel comunitario orientado a propiciar la verdadera participación de la gente en asuntos que son vitales a su cotidianidad: conciliación de intereses, desarrollo sustentable, medio ambiente, ingresos, recursos, administración.

"Acotar el concepto de gobernabilidad tomando en cuenta la heterogénea y cambiante situación de los gobiernos locales" resulta de suma importancia pues en este ámbito "se registran de manera desigual y desincronizada, los temas de crisis de gobernabilidad nacional y, a la vez ellos expresan las particularidades del sistema político que provienen, de conflictos locales.”

Para ello resulta imprescindible el logro de una participación real que enfrente los intentos de descentralizar a nivel local la ineficiencia de instancias superiores de gobierno, que no constituya una "modernización" que transfiera a la localidad estructuras burocratizadas que nunca han estado al servicio de la población y encargue a la comunidad enfrentar la solución de los problemas que crea el mercado, junto al abandono por los gobiernos de funciones públicas vitales mediante la privatización de la agenda social.

Proyecto emancipador y gobernabilidad en Cuba

En Cuba, desde una perspectiva dialéctico materialista de la realidad y bajo principios valorativos propios de un ideal social de emancipación y dignificación humana las cuestiones relativas a la gobernabilidad, y en general a procesos participativos, han sido abordadas por autores como Jesús García Brigos
, Mirtha Del Río Hernández
, Miguel Limia David
 y otros.

Al respecto una de las elaboraciones conceptuales más sugerentes para la investigación de esta temática ha sido ofrecida por Jesús García Brigos. Para este autor es necesario abordar el estudio de la gobernabilidad desde la perspectiva del análisis de las contradicciones dialécticas de la sociedad. Al respecto afirma: "en el concepto de gobernabilidad se plasma en general la acción de control y dirección de los sistemas por un cierto agente, a través de la diferenciación más o menos sustancial entre el sistema "gobernable", y el elemento actor de la acción. Cuando vemos la gobernabilidad en términos de contradicciones dialécticas para el caso de los sistemas sociales, el contenido se devela asociado al proceso de resolución del sistema de tales contradicciones para el organismo social en cuestión, tanto las internas como las externas; al desenvolvimiento ordenado de dicho proceso en el sentido del aumento de la estabilidad del sistema dado, vinculada esta al paso a estadíos superiores, más aptos para el autodesarrollo".

Sin dudas el análisis de las contradicciones dialécticas apunta hacia uno de los elementos más profundos en la búsqueda del potencial no realizado de desarrollo del organismo social, cuya tendencia muestra la vía idónea para la resolución de conflictos. En tal sentido se puede apreciar el valor de la propuesta constructiva de nuevos modos de participación popular formulada por Miguel Limia
 cuando analiza la dinámica de la sociedad civil cubana.

Como se aprecia cualquier estudio sobre gobernabilidad puede contar con elaboraciones conceptuales y metodológicas que constituyen referentes importantes sin desechar los núcleos racionales de aquellas construcciones teóricas producidas en contextos donde imperan concepciones liberales que, lógicamente asumimos y abordamos bajo criterios diferentes en su enfoque como proceso y en sus dimensiones de análisis. Para nosotros la eficacia, la legitimación y la participación, por ejemplo, no pueden ser sometidos a examen desde un enfoque liberal, orientado al sostenimiento del sistema de dominación imperialista de nuestros pueblos, sino desde el enfoque emancipatorio y dignificador que se viene construyendo en la confluencia del marxismo con el pensamiento de nuestros próceres latinoamericanos.

La problemática de la gobernabilidad en Cuba presenta un contenido radicalmente diferente al de otros países del continente por tratarse de una realidad donde la gestión de gobierno tiene como referente la emancipación nacional y social del pueblo y no la subordinación a los dictados del imperialismo y sus organismos internacionales de dominación. Sin embargo, la permanente agresividad de la principal potencia imperialista, su política de bloqueo y las agresiones de diverso tipo a que ha sometido al país obligan al gobierno cubano a enfrentar un entorno exterior que no solo es adverso en las relaciones internacionales, sino que de modo permanente busca crear situaciones de desestabilización al interior del país para generar situaciones de ingobernabilidad.

Ello se ha agravado en el último decenio por las consecuencias del derrumbe del socialismo en Europa del Este y el paso a un mundo unipolar dominado por Estados Unidos, creando condiciones exteriores aún más adversas para el despliegue del ideal emancipador de la Revolución.

A la vez, los propósitos y objetivos que el propio proceso revolucionario permiten plantearse al país, la elevada cultura política de la población, el crecimiento de su nivel de instrucción general, así como los valores de dignificación y emancipación humanas presentes en la ideología dominante de la sociedad establecen a quienes tienen que enfrentar la gestión de gobierno en Cuba requerimientos superiores a los de cualquier otro país. La gobernabilidad en Cuba pasa necesariamente por el reto de encontrar modos y formas de ejercicio del gobierno que sean coherentes con su contenido popular y con los ideales de la Revolución en cada etapa de su lucha permanente por defender y construir una sociedad mejor y para derrotar uno tras otro los intentos del enemigo externo por entorpecer y eliminar el proceso revolucionario.

En los documentos del V Congreso del Partido Comunista de Cuba se plantea que "pese al acoso tenaz y sistemático del imperialismo, la Revolución lejos de restringir la democracia, generó formas de participación que con el tiempo se han ido perfeccionando y que exigirán siempre una continua renovación"; que "la esencia del sistema político cubano pone énfasis en la incorporación auténtica del conjunto de la sociedad a la toma de decisiones. El debate de los asuntos de interés público, desde los de trascendencia nacional hasta los locales, contribuye a la unidad y es un punto de partida para la adopción y la aplicación de medidas prácticas."

En las condiciones actuales, el mantenimiento de la gobernabilidad en Cuba se asocia -según explica Mirtha del Río- a la propia capacidad del régimen político, social y económico para reproducirse en sus aspectos más positivos; al perfeccionamiento de la democracia socialista mediante la ampliación y el perfeccionamiento de la participación popular en la gestión estatal, unido a la capacidad del proyecto socialista para sobrevivir y desarrollarse en medio de un mundo globalizado y unipolar"
. 

En este sentido
, adquiere suma importancia para garantizar la gobernabilidad y la continuidad de la revolución no sólo en el corto plazo, sino también, y sobre todo, a largo plazo, un perfeccionamiento del sistema político cubano que permita:

-el mantenimiento del consenso alrededor del proyecto social, así como de la estabilidad política en el corto y largo plazo;

-el incremento de la capacidad del gobierno a todas las instancias para dar respuesta eficaz a las demandas y necesidades de la ciudadanía, lo cual está estrechamente relacionado con la capacidad del Estado para resolver los problemas económicos que enfrenta;

-el perfeccionamiento de las instituciones y organizaciones del sistema político de forma tal que sean capaces de convertir en voluntad política los intereses y necesidades de los sectores por ellas representados;

-el perfeccionamiento e incremento de la participación política de los ciudadanos en los procesos decisorios en todas las instancias de poder y especialmente en las instancias locales,

-el fortalecimiento de todas las estructuras locales del poder popular como requisito para lograr la eficacia gubernamental a ese nivel, impulsar el autodesarrollo comunitario y ampliar la participación de la población en el diagnóstico, planificación, solución a los problemas de índole material y espiritual que se encuentran en su cotidianidad, a partir de que se dé paso a una mentalidad creadora, innovadora.

Este perfeccionamiento institucional de las cuestiones relativas a la gestión gubernamental es especialmente importante en el ámbito local comunitario por ser allí donde transcurre la cotidianidad de las relaciones sociales que sirven de marco a la producción y reproducción del régimen social en su conjunto. Atisbar y actuar en ese escenario se relaciona directamente con cuestiones estratégicas de muy largo alcance para el futuro del proyecto emancipador cubano.

Enumerando algunas de las cuestiones que pudieran servir de indicadores para medir la funcionalidad de las estructuras de poder del pueblo a nivel local como premisa de la gobernabilidad, podemos señalar las siguientes:

-Nivel de participación de la población en la elaboración directa o indirecta de la política gubernamental.

-Nivel de comprometimiento y participación en el proceso electoral.

-Nivel de comunicación entre dirigentes y dirigidos en la gestión de gobierno.

-Nivel de calidad y efectividad en el ejercicio de la rendición de cuentas de los elegidos ante los electores, incluyendo la observancia del principio de revocabilidad de los elegidos.

-Promoción de procesos de participación real en todas las dimensiones de la vida comunitaria.

-Articulación sistémica, sin antagonismos, de los órganos de gobierno local, las organizaciones políticas, sociales, entidades e instituciones que confluyen en el territorio, en función del desarrollo local.

A nivel local, y más concretamente en los Consejos Populares cubanos, un asunto que necesita ser abordado dentro de la temática de la gobernabilidad es el estudio del ejercicio cotidiano del rol gubernamental local por los actores a los que corresponde desempeñarlo, la captación de los malestares que produce tal desempeño incluyendo la construcción de indicadores diagnósticos de población que posibiliten el desarrollo de una mirada crítica sobre las contradicciones de las que emergen esos malestares y permita a estos actores construir proyectos orientados a un crecimiento para un mejor despliegue de la función de gobierno.

La contradicción rol versus función en la actividad gubernamental local.

Partiendo de la perspectiva institucional propuesta por diversos estudios que vinculan la gobernabilidad a la dialéctica intermediadora de la misma frente al entramado institucional donde se analice, y de su enfoque en vínculo con las contradicciones dialécticas, cuya resolución genere desarrollo por la liberación del despliegue del potencial no realizado contenido en su naturaleza, se evidencia la pertinencia de centrar aquella contradicción que en el orden institucional está mediando con fuerza la actividad gubernamental local. Se trata de la contradicción rol versus función de tal actividad.

Por rol de gobernante entendemos el conjunto de derechos y obligaciones que devienen de las normas y expectativas que se tienen respecto al individuo que ocupa esa posición dentro de la estructura social. Por función gubernamental, las características objetivas observables que permiten la orientación y control respecto a fines de las relaciones sociales del entorno local.

El encargo social que sostiene el rol de gobernante a nivel local tiene dos fuentes, una en las necesidades, intereses y aspiraciones de los gobernados y otra en el proyecto social que sirve de ideología a la clase dominante. Ambas generan normas y expectativas sobre lo que una persona en el rol de gobernante debe hacer para tener un “buen desempeño” en la gestión pública.

En momentos de crisis estas expectativas tienden a ser contradictorias ya que, desde la psicología social imperante en la población, se espera que el gobernante local resuelva los problemas inmediatos de la gente, mientras desde la estructura de dirección se le exige la aplicación de las políticas diseñadas desde los centros de poder. Esta contradicción constituye una expresión de otra de carácter general a nivel de conciencia social entre psicología social e ideología, dado el carácter inmediato del reflejo de la primera respecto a las condiciones sociales imperantes y el desfasaje de la segunda respecto a tal reflejo por la mediaciones que recibe en el orden científico y cultural en su proceso de configuración.
 Ambas constituyen reguladores del comportamiento de las personas, de ahí la naturaleza de su vínculo contradictorio, y se vivencian de modo conflictual entre necesidad inmediata y deber social.

En el rol gubernamental local si utilizáramos una imagen espacial podríamos ubicar en un eje horizontal la expectativa poblacional expresada a través de las demandas de los electores, mientras en un eje vertical la expectativa de los niveles superiores de dirección en forma de orientación y control de la actividad. En el punto de encuentro de ambos ejes estaría ubicado el gobernante local recibiendo de modo directo los impactos de ambas expectativas de rol. En toda la estructura social no existe otro punto similar de convergencia en la actividad de dirección.

Esta contradicción genera no pocos malestares en la vida cotidiana de las personas que desempeñan un rol gubernamental local pues se ven sometidos a una doble presión que le genera un desgaste creciente, tanto en el orden personal, incluida su salud, como en el orden político con afectación de su credibilidad y ascendencia directiva. A pesar de las horas que debe dedicar a la gestión no logra contentar a la gente en sus reclamos, ni logra el encuadramiento político de sus electores como espera la estructura de mando a la que se subordina.

Con frecuencia estos malestares se asumen como componente normal de la gestión pública (“¡qué dura es la vida de un alcalde!”), como parte del costo que hay que asumir cuando se acepta la responsabilidad de ejercer la función local de gobierno. Sin embargo, el desempeño de tal función no tiene que generar tales malestares si se construye en términos de gobernabilidad. Para ello es necesario el desarrollo de una conciencia crítica acerca del contenido asignado al rol de gobernante local desde la perspectiva de la función que debe desempeñar ubicando la contradicción no entre las expectativas opuestas dentro del rol, sino entre este y la función gubernamental.

En la actualidad se observa una distancia entre ambos, pues el rol de gobernante no propicia en la medida necesaria la orientación y control antes mencionado. De una parte la expectativa de los gobernados se concreta hoy en forma de requerimientos constantes sobre el individuo que ejerce el rol gubernamental para que este le resuelva asuntos de naturaleza administrativa (relativos al transporte público, al funcionamiento de instalaciones de servicios, reparto de materiales que escasean, etc.) que en el orden de los procesos sociales debían ser resueltos normalmente por los institutos sociales correspondientes y, sin embargo, van a parar en forma de urgencias que obstaculizan el desempeño en los asuntos de fondo referidos a la función gubernamental. De otra parte, la prioridad que recibe el mandato proveniente de la formulación de políticas desde los centros de poder genera normas y expectativas desde arriba que impiden al individuo que ejerce el rol gubernamental centrar lo interno en la toma de decisiones y acaba dedicando mayor atención a como explicar a los gobernados su ocupación en acciones que no provienen de decisiones gestadas desde abajo. Es decir, se emplea más en los virajes de vida cotidiana inducidos desde arriba que en lograr el despliegue de un programa coherente en términos de gobernabilidad.

En el orden histórico cabe mencionar los efectos dejados por políticas centralizadas aplicadas de forma prolongada, cuyo enfoque de los asuntos sociales ha generado actitudes pasivas en los gobernados y de espera respecto a que sus problemas se los debe resolver otro. En la medida en que las limitaciones económicas propias del período especial han ido reduciendo el papel de diversas instituciones públicas en los asuntos sociales, hoy aparece el gobernante local como el reducto adonde ir a pedir soluciones. Transformar las prácticas asistenciales propias de la centralización desde una perspectiva de autodesarrollo requiere de tiempo y esfuerzos encaminados a producir cambios de fondo en los vínculos imperantes entre gobernantes y gobernados.

La conducción política de este proceso en los marcos de nuestro proyecto social supone jerarquizar el papel de la ideología en su función reguladora de una determinada relación de los hombres entre sí y con sus condiciones de existencia, pues mediante la ideología la sociedad ejerce una mediación que permite adaptar a los individuos a sus roles. En este caso desde la ideología es necesario potenciar la conciencia crítica en torno al rol de gobernante de modo que este pueda crecer en el orden personal y social enfrentando resolutivamente los malestares que hoy padece al vivenciar la cotidianidad de la función gubernamental.
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